Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 10 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- El señor Presidente de la Asamblea General remite nota -que ya fue repartida- 
de la Junta Departamental de Flores adjuntando copia del planteo formulado por vecinos del Pueblo 
Andresito y por el suplente del Edil Darío Camirotti, relacionado con la Policlínica y ambulancia de la 
mencionada localidad, según lo dispuesto en la sesión de Asamblea General del día 23 de abril de 2008. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado un pedido de audiencia -vía e-mail- vinculado a un encuentro que se 
va a realizar sobre el mate y sus efectos sobre la salud. Se trata de un pedido de auspicio, de participación 
y, a su vez, de entrevista con la Comisión. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me gustaría saber quiénes solicitan la entrevista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No queda claro quiénes son los organizadores, pero dicen tener el auspicio de la 
Facultad de Medicina. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pero, ¿se trata de un grupo específico? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se supone que así es, pero la solicitud no está membretada. De todas maneras, 
pido a la Secretaría que busque el e-mail recibido para que se reparta entre los miembros, ya que todavía 
hay tiempo. 


Corresponde ahora considerar el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, 
por el que se dispone la instalación de desfibriladores externos automáticos en establecimientos públicos o 
privados con gran afluencia de público. 


Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“Artículo 1%. (Disponibilidad de desfibriladores externos automáticos).- En los espacios públicos o 
privados donde ocurra gran afluencia de público, deberá existir como mínimo un desfibrilador externo 
automático, que deberá ser mantenido en condiciones aptas de funcionamiento y disponible para el uso 
inmediato en caso de ataque cardíaco de las personas que por allí transiten o permanezcan.” 


-En consideración. 


SEÑORA XAVIER.- Quería saber si todos los señores Senadores entienden este primer artículo en el 
mismo sentido que yo. 


Creo que se trata de una cuestión obligatoria que la reglamentación definirá pero, obviamente, de 
acuerdo con los márgenes que el proyecto de ley plantea, y salvo que lo establezcamos en la propia ley, 
debería tener un cierto grado de inmediatez. Me parece que la formulación es imperativa y no faculta a ir 
colocando estos aparatos progresivamente, ya que quedó medianamente clara su necesidad debido a que 
los índices de mortalidad así lo indican. Entonces, si en esa área estamos haciendo algo que pueda 
disminuir el fallecimiento por muerte súbita, estaremos disminuyendo también la causa de mortalidad 


general más frecuente. Por tanto, estoy completamente de acuerdo en que legislemos para que haya cierto 
margen de obligación. 


Lo que quiero saber es si el conjunto de los miembros entiende que hay espacio para esa 
progresividad -que me parece natural- porque más allá de que no es fácil darle un costo económico a las 
vidas que se podrían salvar, no estamos hablando de algo barato. Como ejemplo de ello, en la Legislatura 
pasada legislamos acerca del acompañamiento en el parto, y las excusas que durante años escuchamos 
para que ese acompañamiento no se produjera, con mucha frecuencia tenían que ver con el hecho de no 
disponer de equipos para que la persona pudiera vestirse adecuadamente. Y puedo decirles que un equipo 
de papel de arroz -del cual se fabrica la mayoría de las coberturas- costaba US$ 1, es decir, $ 30 de ese 
momento. 


Entonces, me pongo a pensar en la aplicación de la ley y no quisiera que esta fuera letra muerta, 
sino que tuviera un grado de racionalidad que permitiera dar un impulso a este tema; sin duda, a un costo 
de esta naturaleza, implicaría una gradualidad, y ello sería así para las finanzas de un Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De esta manera creo que no vamos a poder tener disponibilidad de desfibriladores 
externos automáticos en todos los espacios públicos o privados que así lo ameriten. Por tanto, pregunto si 
hay alguna redacción alternativa a este artículo. 


SEÑORA XAVIER.- No. Además, quisiera saber si los señores Senadores entienden, como yo, que esta 
redacción es taxativa, o si la reglamentación después podrá establecer, por ejemplo, “en espacios donde el 
pasaje de gente en el día” -lo digo como ejemplo de un parámetro- “sea de equis personas”, o “en donde se 
concentren básicamente pacientes con mayor predisposición a tener un paro cardíaco”. Por ejemplo, se 
podría decir que en todos los consultorios -muchas instituciones de salud los tienen en áreas 
especiales cardiológicas- se tiene que instalar un equipo, de manera de no depender del cardiodesfibrilador 
de la emergencia que, de repente, puede estar en otro local. 


Si esa pudiera ser la forma de graduación que tuviera la reglamentación, no tendría 
inconveniente en votarlo con esta redacción, pero quería hacer este planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo en que de esta manera no queda claro y entiendo que debería 
haber un criterio de progresividad y gradualidad. Estoy proponiendo que se agregue a esta redacción, 
luego de la palabra “permanezcar”, lo siguiente: “de acuerdo con la gradualidad que el Ministerio de Salud 
Pública determine” o, quizás, “que la reglamentación determine”. 


SEÑOR VAILLANT.- Creo que con la definición dada en los artículos 1? y 2? se genera un ámbito acotado 
en donde se deben tener los desfibriladores. En el artículo 1% se hace mención a espacios públicos o 
privados a los que concurra gran cantidad de público, mientras que el artículo 2? define cuáles son los que 
están comprendidos en ello. 


Si los valores de estos aparatos son los que se mencionaron en la Comisión -es decir que están 
en el entorno de los US$ 1.000- y si eventualmente, como se planteó, se facultaba a exonerarlos de 
impuestos, creo que estamos hablando de cifras no demasiado preocupantes. Entonces, si pensamos en 
mil espacios públicos, estaríamos pensando en US$ 1:000.000. 


SEÑORA XAVIER.- Cuando hablábamos del equipo, nos referíamos a US$ 47.000 o US$ 50.000, 
porque en ese entorno están los nacimientos en el año, suponiendo que los partos sean un poco más y que 
los nacidos vivos representen una cifra un poco menor, pero estábamos hablando de que en el país 
anualmente había que disponer de ese monto. Sabemos que existen otros argumentos para no 
implementar esa ley y hay otros aspectos a tener en cuenta, además del económico; de todas formas, 
estamos hablando de cifras muy bajas con relación a esta, que tampoco es despreciable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo dejar a un criterio más ejecutivo la regulación de los lugares y los 
momentos de incorporación de los equipos porque, además, existe un obstáculo insalvable, que es el 
entrenamiento de la gente. No será posible entrenar en estas prácticas a un volumen demasiado grande, 


de forma inmediata y masiva. Será necesaria cierta gradualidad, tanto en la incorporación de los equipos 
como en el entrenamiento de quienes estén a cargo, y esto va más allá de su costo. De nada sirve que 
tengamos los equipos si no contamos con personas medianamente entrenadas e informadas; todo esto 
debe ser parte de un proceso. 


En definitiva, me parece que la propuesta de redacción que figura al final no quita ninguna de las 
facultades que tiene la utilización de los equipos, permite al Ministerio de Salud Pública, como organismo 
rector, ir regulando la incorporación de acuerdo con los lugares que se determinen como más críticos, y 
tiene en cuenta también el entrenamiento de los actores. 


SEÑORA XAVIER.- Estoy de acuerdo con la sugerencia de redacción que hizo el señor Presidente, porque 
es simple, pero sintetiza la dificultad que he planteado. Además, recuerden que el artículo 6 dice que el 
Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley en el plazo de noventa días desde su entrada en 
vigencia. Se supone que la reglamentación definirá todos los lugares y que la implementación será 
inmediata. 


La última disposición dice que la presente ley entrará en vigencia a los ciento ochenta días a 
contar a partir del último día de su publicación. Por tanto, si no brindamos un marco con cierta flexibilidad, 
estaremos obligando a que este texto sea reglamentado y puesto en vigencia en ciento ochenta días, lo 
que me parece un tiempo escaso desde el punto de vista de la disposición económica y -como decía el 
señor Presidente- de otros elementos de los que hay que disponer para que esto sea eficiente y eficaz. 


SEÑOR VAILLANT.- Creo que los noventa días para la reglamentación son suficientes a fin de que el 
Poder Ejecutivo pueda resolver los criterios no definidos en la ley, en cuanto a su aplicación. 


En lo que tiene que ver con el plazo de vigencia, los ciento ochenta días comprenden los noventa 
días para que se reglamente y noventa días más para que entre en vigencia la ley. 


De todas formas, sigo sin poder asumir la preocupación por los costos y voy a explicar por qué. 
Tenemos idea de los valores y existe la posibilidad de conocer las cantidades. En el artículo 32 
constatamos que no se deposita en el Estado la responsabilidad por la adquisición de estos instrumentos, 
sino en aquellos que exploten los bienes en los lugares públicos mencionados en la ley. Se plantea, por 
ejemplo, que debe haber un aparato de estos en cada supermercado y, como recién decía, según el 
artículo 3%, el costo de adquirir dicho aparato estará a cargo del supermercado y no del Estado. 


Estamos hablando de un valor de aproximadamente US$ 1.000, por lo que no siento que el tema 
de los recursos plantee una dificultad importante como para que, por esta razón, tengamos que modificar el 
proyecto de ley, que ya cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes, donde seguramente 
esto ya se debatió. Si hablamos de la instalación de mil aparatos -a US$ 1.000 cada uno- se necesitaría 
US$ 1:000.000. Al referirnos a costos del Estado, pensamos en mil aparatos puestos por el Estado, pero el 
proyecto de ley habla de centros de afluencia de público y, salvo las oficinas públicas, la mayoría de ellos 
son instituciones o empresas privadas y, además, establece que el costo estará a cargo del propietario de 
cada uno de esos centros. Entonces, con toda franqueza, no veo la razón de preocuparse porque los ciento 
ochenta días no sean suficientes debido al costo gradual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A esta altura no sé exactamente qué estamos discutiendo. Creo que hay dos 
razones poderosas para otorgar al Ministerio de Salud Pública, como organismo rector, flexibilidad en el 
tema: por un lado, el entrenamiento de los responsables de manejar los equipos -que es un asunto 
significativo e importante- y, por otro, el hecho de que esta Cartera -que tiene notorias carencias- va a estar 
obligada a tener un desfibrilador externo automático en cada una de sus más de sesenta dependencias 
distribuidas a lo largo y ancho del país. Esto tiene un costo que, sin lugar a dudas, va a impactar 
negativamente en el Ministerio de Salud Pública. 


Por otra parte, aquí se propone establecer un criterio más flexible, que es la gradualidad de la 
incorporación de los equipos en el área pública y privada. Por lo tanto, creo que no se modifica el espíritu. 
Además, de acuerdo con lo que conversamos informalmente en forma previa, el proyecto de ley tendrá 


cambios porque vamos a facultar al Poder Ejecutivo a exonerar de determinados gravámenes la 
incorporación de equipos. 


Personalmente propongo -lo repito porque el señor Senador Alfie no estaba presente- que al final 
del artículo 1%, después de la palabra “permanezcan”, se agregue la expresión “de acuerdo a la gradualidad 
que el Ministerio de Salud Pública determine”. Considero que eso no cambia la posibilidad de que la 
gradualidad no se dé y sea una afectación masiva en todo el país, ni entra en contradicción con el espíritu 
de todos los integrantes de la Comisión en cuanto a que en todos los lugares con las características 
mencionadas en este artículo haya un desfibrilador externo automático. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: más allá de que creo que el artículo 1% debería sufrir algún otro cambio 
de redacción, me da la impresión de que el hecho de dar al Poder Ejecutivo la flexibilidad suficiente es 
crucial en todo esto. 


En oportunidad de la concurrencia de la Sociedad de Cardiología del Uruguay, me quedé 
pensando que habría que agregar, como concepto general de la ley -no sé si debería incluirse en el artículo 
1% o no- todo lo relativo al mantenimiento del aparato y al cumplimiento de ciertos requisitos, y no sólo lo 
que tiene que ver con el costo de la adquisición. Seguramente, luego de cierto tiempo será necesario 
cambiar los aparatos, ya sea por uso o por obsolescencia técnica. Creo que este proyecto de ley no prevé 
todos esos aspectos y deberíamos trabajar en ellos. 


Entonces, más allá de que hay que fijar un marco, habría que dotar de la máxima flexibilidad al 
Ministerio y no sólo detallar los lugares donde deberán instalarse los desfibriladores, sino también 
establecer el mantenimiento mínimo que requieren. El Ministerio debe tener la potestad de decidir cuándo 
hay que hacer el plan recambio. Me da la sensación de que en tres años esto puede terminar siendo un 
progreso manuscrito. Entonces, dentro de tres años deberíamos acordarnos, y probablemente lo que 
suceda es que cuando pase un año más y un desfibrilador no funcione -en general, siempre uno se da 
cuenta de que no se ha realizado el mantenimiento cuando algo dejó de funcionar- nadie va a tener la 
responsabilidad porque se cumplió con la norma. Porque muchas veces ocurre que se cumple con la 
norma, que es la letra fría, pero no con el propósito. 


Por la discusión que se estaba dando cuando llegué -pido disculpas por haber llegado tarde- 
parecería que hay una cantidad de elementos importantes para agregar a esta iniciativa, que estimo que no 
se deberían dejar pasar simplemente para que la norma no vuelva a la Cámara de Representantes. Sin 
duda, los Diputados habrán aportado sus puntos de vista para mejorar el proyecto de ley, pero nosotros 
tenemos otros que también consideramos que perfeccionan el texto. 


Con respecto al artículo 1%, quiero sugerir algunas modificaciones. Dice así: “En los espacios 
públicos o privados donde ocurra gran afluencia de público, deberá existir como mínimo un desfibrilador 
externo automático, que deberá ser mantenido en condiciones aptas de funcionamiento y disponible para el 
uso inmediato en caso de ataque cardíaco de las personas que por allí transiten o permanezcan”. Por un 
lado, creo que el vocablo “ocurra” no es el adecuado; sería mejor decir “circule”, “concurra”, “exista”, “haya 
concentración de público” o algo similar. Quizás la palabra más adecuada sea “circule”. Luego, considero 
que la expresión “en caso de ataque cardíaco” debería ser cambiada por “en caso de necesidad”, porque 


no sé si la gente sabe si se está teniendo un ataque cardíaco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, me genera dudas el hecho de que deba existir “gran” afluencia 
de público. Porque si llevamos esto al extremo, que se ha dado básicamente con las empresas de 
aerolíneas en Estados Unidos, ¿se considera que un avión de doscientos pasajeros tiene una gran 
afluencia de público? En ese caso, está previsto que cuenten con el desfibrilador e, incluso, las empresas 
han debido enfrentar juicios que se les han realizado por no contar con estos equipos en los aviones de 
líneas intercontinentales. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero aclarar que lo que menciona el señor Presidente está previsto en el literal 1) del 
artículo 2*. Allí se dice “Las aeronaves, trenes o embarcaciones con capacidad igual o superior a cien 
pasajeros”. 


SEÑOR ALFIE.- Quizás el artículo 1? debería comenzar diciendo: “Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 2%, en los espacios públicos”, etcétera. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que como el artículo 1? se refiere a un número importante de personas y, luego, 
el artículo 2%, lo acota para los casos particulares, habría que buscar una redacción más adecuada. 


SEÑOR VAILLANT.- Personalmente estimo que está bien, porque el artículo 1* plantea una disposición de 
carácter general; luego, el artículo 2? la acota en su primer inciso y, más adelante, en los literales, precisa 
los casos más importantes. 


SEÑOR ALFIE.- Pienso que el artículo 1? debería decir “importante afluencia de público” en lugar de “gran 
afluencia de público”. La palabra “gran” es más superlativa, digamos, que el vocablo “importante”. Se trata 
simplemente de un preciosismo, pero de esa manera evitaríamos la contradicción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás el texto podría ser el siguiente: “Artículo 1%. (Disponibilidad de 
desfibriladores externos automáticos).- En los espacios públicos o privados donde exista afluencia de 
público de acuerdo a lo previsto en el artículo 2%, deberá existir como mínimo un desfibrilador”, y luego tal 
como sigue. 


SEÑOR VAILLANT.- Estoy de acuerdo, pero insisto en que me parece absolutamente innecesaria la 
inclusión de esta modificación, porque el artículo 1% no tiene por qué aclarar la limitación del artículo 2*. 
Dicho de otra manera, en la medida en que el artículo 2% va a estar contenido en la ley con el acápite de 
“Espacios Comprendidos”, me parece, reitero, innecesario. De todas formas, lo que abunda no daña; 
simplemente es un tema de técnica legislativa, y si queda alguna duda, incluiremos ese concepto en el 
artículo 1*. 


SEÑOR ALFIE.- Mi propuesta es, concretamente, eliminar el adjetivo, ya sea “gran” o “importante”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Cabría preguntarse, qué significa “gran afluencia de público”. 

SEÑOR PERCOVICH.- Sobre todo, ante un litigio y la decisión que tenga que adoptar un Juez. 
SEÑOR ALFIE.- Por esa razón, señores Senadores, propongo eliminar el adjetivo. 


Asimismo, quisiera proponer otro cambio de redacción en el sentido de que no se repita el término 
“exista”. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, me parece que la redacción podría ser la siguiente: 
“Los espacios públicos o privados donde exista afluencia de público de acuerdo a lo previsto en el artículo 
22 de esta ley, deberán contar como mínimo con un desfibrilador externo automático, que deberá ser 
mantenido en condiciones aptas para el funcionamiento y disponible para el uso inmediato en caso de 
necesidad de las personas que por allí transiten o permanezcan”. 


SEÑORA XAVIER.- Y habría que agregar “de acuerdo a la gradualidad que determine el Ministerio”. 
SEÑOR ALFIE.- En realidad, más que al Ministerio de Salud Pública, debería referir a la reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, señores Senadores, pienso que el rol de conducción de los temas 
sanitarios debería quedar establecido expresamente en el texto de la ley -es decir, tendría que ser 
jerarquizado- y entiendo que corresponde al Ministerio de Salud Pública, pues es el órgano rector de la 
salud en el país. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1% con las modificaciones propuestas. 


(Se vota: ) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2”. 

(Se lee:) 


“Artículo 2”. (Espacios comprendidos).- Se encuentra comprendido en el ámbito de aplicación de 
la presente ley todo espacio cerrado correspondiente a bienes de cualquier naturaleza salvo los bienes 
nacionales de uso público (artículo 477 del Código Civil) donde transiten o permanezcan más de mil 
personas durante un día. 


Se considera tales, sin perjuicio de otros, los siguientes: 


A) Las terminales de todo transporte internacional e interdepartamental con capacidad para 
más de mil personas. 


B) Los centros comerciales cuya superficie edificada sea superior a mil metros cuadrados. 

C) Los estadios y gimnasios con capacidad para más de mil personas. 

D) Los locales de espectáculos con capacidad para más de mil personas. 

E) Las salas de conferencias, eventos o exposiciones con concentración de más de mil 


personas, o circulación de la misma cantidad de personas por día. 


F) Las sedes e instalaciones de instituciones deportivas con capacidad para actividad 
deportiva para más de quinientas personas. 


G) Las sedes de instituciones de enseñanza, sociales o culturales con capacidad para más de mil 
personas. 


H) Los edificios donde permanezcan más de mil personas o transiten igual cantidad de personas durante 
un día. 


1) Las aeronaves, trenes o embarcaciones con capacidad igual o superior a cien pasajeros. 


J) Las unidades de emergencia móvil y ambulancias destinadas a la atención médica de emergencia y al 
traslado de pacientes.” 


-La señora Senadora Xavier me ha informado que tiene un compromiso y debe retirarse, pero 
antes quisiera decir que me gustaría hacer algunas consultas sobre los números propuestos en el artículo, 
puesto que me resultan un poco caprichosos o arbitrarios. No sé en qué se basa el establecer un mínimo 
de cien o mil personas, por lo que me gustaría poder tener la oportunidad de consultar sobre el asunto. 
Considero que fue una falencia no haber hecho las consultas del caso a la Sociedad de Cardiología. 


SEÑOR ALFIE.- Además de lo que plantea el señor Presidente en cuanto a los números, creo que también 
habría que corregir la redacción porque en un momento se habla de mil y más adelante de quinientos. 
Quizás haya que separar en incisos y no ponerlo como literales. 


Otro aspecto que quiero destacar es que lo relativo al tránsito de más de mil personas puede 
presentar algunas complicaciones. Por ejemplo, planteo el caso de una sucursal de Abitab, en la que se 
cobran distintas facturas, y que quizás algún día reciba una afluencia de público mayor a mil personas, 
pero no es lo normal. Quizás se pueda establecer según las superficies. También estoy pensando en, por 
ejemplo, un complejo de apartamentos que ha contratado a una emergencia médica móvil, o un edificio de 
oficinas que está en esta misma situación. En estos casos, me pregunto si es necesario exigir que tengan 
un desfibrilador. Obviamente, si los propietarios desean tenerlo podrán hacerlo, pero no me queda claro si 
obligarlos sería lo correcto. 


Hay complejos en los que viven más de mil personas o por los que transita una cantidad similar, 
pero ¿cómo calculamos si están incluidos en esta norma? Me parece que este artículo hay que analizarlo 
un poco más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con la propuesta del señor Senador Alfie porque, además, el 
literal J) exige a las unidades de emergencia médica móvil que tengan un desfibrilador externo automático, 
cuando en realidad ya tienen otro, a cargo de gente muy entrenada y con otras potencialidades. En estos 
casos, el desfibrilador externo automático no resuelve nada porque el problema de las unidades de 
emergencia médica móvil es la demora que se produce entre la captación del llamado y el procedimiento 
médico, que en la actualidad está entre los 7, 8 y 10 minutos. Cabe destacar que por cada minuto que se 
retrasa la reanimación, hay un 10% menos de posibilidades de sobrevida. En consecuencia, considero que 
este artículo merece que se hagan consultas y que se lo trabaje un poco más. 


Por lo tanto, teniendo en cuenta que la señora Senadora Xavier tiene que retirarse, propongo que 
nos demos un tiempo para analizarlo, dado que estamos ante un tema importante y que estos aspectos de 
los que hemos hablado son centrales en el proyecto de ley. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero decir que en lo personal no me gusta mucho abrir los proyectos cuando vienen 
con consenso de la Cámara de Representantes. Sin embargo, aquí no se trata de estar de acuerdo o no 
con el fondo del asunto, sino de prever las consecuencias legales que una norma, que no se ajuste 
exactamente, puede traer. Puede suceder que no se aplique -y en ese caso sería letra muerta- o que 
eventualmente genere complicaciones jurídicas y perjuicios importantes por falta de previsión de parte 
nuestra. Por tanto, me parece que sería bueno que tuviéramos la posibilidad de hacer las consultas del 
caso. 


SEÑOR VAILLANT.- Independientemente de las consultas que cada uno de nosotros realice, planteo la 
posibilidad de pedir la opinión del Ministerio de Salud Pública. 


Por lo tanto, podemos pedir al Ministerio que nos envíe sus comentarios y las modificaciones que 
se estime pertinentes sobre el proyecto; ni siquiera es necesario que los invitemos a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 


En primer lugar, tenemos que señalar específicamente una de las dudas que el proyecto nos 
genera: cómo entiende el Ministerio de Salud Pública la cuestión del número de personas que pueden 
circular por un determinado ámbito, sea laboral o recreativo. En segundo término, deberíamos saber si el 
Ministerio considera esencial que a las unidades de emergencia móvil --hago hincapié en que el proyecto 
no habla de ambulancias, sino de emergencias móviles-- se les exija este equipamiento. Bien puede 
tratarse de una perfecta emergencia médica móvil, equipada a full, a la que no tendría sentido exigirle un 
desfibrilador externo automático. 


Recuerdo que en el propio Servicio Médico del Parlamento existe un hermoso desfibrilador Life 
Pack y, a su lado, un DEA, lo cual no tiene el menor sentido pues ambos son móviles. 


Se harán, entonces, las consultas del caso. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 47 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


